PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo Provincial, para que a través del organismo pertinente, se sirva informar a la brevedad y por escrito lo siguiente:

1 - Explique los hechos acaecidos el día 17 de Julio de 2007 en la Unidad Nº 33 del Servicio Penitenciario Bonaerense, ubicada en la localidad de Los Hornos, con relación al fallecimiento del bebé de 6 (seis) meses de edad Alexis Yoel Benencio, alojado con su madre en dicha Unidad Penitenciaria, debido a una supuesta falta de atención médica de un cuadro de bronquiolitis. 
2 - Si se han iniciado actuaciones sumariales y/o penales por el hecho en cuestión.

3 - Si se registran antecedentes de muertes de niños alojados con sus madres en cárceles bonaerenses, en caso afirmativo detalle nombre, fecha, lugar de alojamiento y causa del deceso.

4 - Cantidad de mujeres que conviven con sus hijos en cárceles de la Provincia, discriminada por lugar de alojamiento.
5 - Cualquier otra información que sirva al presente.-

FUNDAMENTOS

La Ley Nº 24.660 de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad, a la que adhiere la provincia por resolución Nº 126 de la Suprema Corte de Justicia, habilita a las madres a convivir con sus hijos dentro de la cárcel hasta que cumplan cuatro años de edad. Alexis Yoel Benencio, de tan solo 6 meses de edad, era uno de los 75 niños que viven bajo tal modalidad en la Unidad Penitenciaria Nº 33 de Los Hornos, La Plata, donde hay dos pabellones destinados a tal fin. El día 17 de Julio de 2007 el niño Yoel falleció en dicho establecimiento debido a una bronquiolitis, una enfermedad respiratoria que sin atención sanitaria suele terminar en la muerte, pasando a integrar la siniestra lista del quinto bebé fallecido por la desidia e inoperancia de la Dirección General de Salud Penitenciaria a cargo del Dr. Rodolfo Cassieri. 

Yoel vivía y dormía con su madre en la celda 209 del pabellón 10 para presas madres. Hace una semana, su madre pidió atención para su hijo porque no se encontraba bien, sin obtener respuesta alguna. Según los testimonios de las presas, el martes 17 Yoel amaneció con ahogos por los problemas respiratorios que venía sufriendo. Cinco presas con su madre lo llevaron hasta Sanidad, donde la médica, de apellido Sánchez, lo colocó, ante la ausencia de camilla, sobre una mesa, y empezó a tratar de reanimarlo. Según las internas, en algún momento le habría dicho a la madre y a sus compañeras que le escuchaba los latidos y ordenó trasladarlo. Entre los numerosos reclamos que vienen realizando las presas desde hace varios años figuraba que en Sanidad no hay ambulancia ni cuentan con una camilla. Ante la ausencia de ambas, entre las presas y la médica llevaron al bebé hasta el auto de la directora del penal para trasladarlo hasta el hospital de niños platense, Sor María Ludovica. El niño Yoel llegaría muerto al hospital. Ese mismo día otros siete bebes más tuvieron que ser trasladados a distintos centros de salud para ser atendidos.
A razón de estos hechos, las mujeres alojadas en las Unidades Penitenciarias 8 y 33 de Los Hornos elaboraron un petitorio, al que pudimos acceder, reclamando para que se cumpla de inmediato con las exigencias sanitarias que vienen solicitando desde hace años, sin haber obtenido hasta ahora resultados positivos. Reclamos que, de haber sido escuchados, podrían haber evitado la muerte de Yoel.
En el mismo las internas dan cuenta de la penosa situación en que se encuentran y que colocan a toda la población, incluido niños, en circunstancias de extrema vulnerabilidad y riesgo de vida. Allí denuncian:
· Falta de atención pediátrica y obstétrica durante las 24 hs.

· Carencia de todo tipo de medicamentos, insumos y aparatología médica para emergencias y para la atención de una población conformada por 75 niños/as, bebes en gestación, lactantes, embarazadas de alto riesgo y enfermos crónicos.

· Inexistencia de algún tipo de seguimiento médico o tratamiento, así como de vehículos para el traslado hacia hospitales o nosocomios extramuros.
· Ausencia de una alimentación nutricional adecuada a los requerimientos de los niños/as y madres embarazadas, lactantes y enfermas, tal como lo requiere la Convención de los Derechos del Niño y los tratados Internacionales de Derechos Humanos incorporados a la Constitución Nacional por vía del Art. 75 inc. 22.

Asimismo, en el referido petitorio las internas destacan que la Dirección General de Salud se ha comprometido a terminar los consultorios médicos, equiparlos y habilitarlos, tarea que a la fecha no ha sido realizada, a pesar de los insistentes reclamos que viene realizando la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires a través de la Dirección de Protección.

Por todos estos motivos, y a raíz de los graves hechos descriptos, las internas exigen la destitución de las actuales autoridades de la Dirección General de Salud Penitenciaria a cargo del Sr. Rodolfo Cassieri, designado en el cargo con el fin de garantizar el acceso a la salud de toda la población carcelaria por el Subsecretario de Política Penitenciaria y Readaptación Social Sr. Carlos A. Rotundo, cuya renuncia también se le solicita por no ejercer correctamente su función de veedor de los departamentos a su cargo. También solicitaron que se lleve a cabo en forma urgente una investigación sobre el hecho que determine la responsabilidad penal y política de los funcionarios públicos del Ministerio de Justicia, así como que se promuevan, a través de la Subsecretaría de Control Interno, actuaciones administrativas con el objeto de investigar la actuación de la Sra. Agente Fiscal Dra. Virginia Bravo en la investigación penal preparatoria iniciada con motivo del deceso del niño Alexis Yoel Benencio.
Solicitan asimismo se dé cumplimiento a lo dispuesto mediante Resolución Nº 23 con fecha 12 de Octubre de 2006 de la Subsecretaría de Política Penitenciaria y Readaptación Social y suscripta por el Dr. Carlos A. Rotundo, por la cual se resolviera la “prioridad en la concesión de pulseras magnéticas para internas procesadas o penadas que estén alojadas en establecimientos carcelarios conjuntamente con sus hijos menores y/o se encuentren en estado de gravidez con pronóstico de dar a luz dentro del término de su detención”.

Además de la urgente implementación de las mismas, exigen la efectiva aplicación de medidas alternativas para el cumplimiento de regímenes de morigeraciones o atenuaciones de la coerción a favor de estos grupos vulnerables, todo ello con el criterio humanitario que impone la emergencia por la que atraviesa esta comunidad en riesgo y que la muerte de Yoel, junto con los numerosos casos de fallecimientos en prisión de niños y bebés en gestación, dan cabal cuenta.

En tal sentido exigen:

· Modificar las Leyes de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad y Código de Procedimiento Penal en materia de mujeres y mujeres madres privadas de la libertad, y sobre redención o reducción de penas por trabajo y estudio a razón de dos días de pena por un día de trabajo o estudio, equiparación de regímenes libertarios y beneficios para procesadas y penadas (nueve de cada diez madres que conviven con sus nenes están procesadas, es decir, no tienen condena firme), eliminándose pautas discriminatorias de carácter negativo que registran ambas leyes.

· Adecuación presupuestaria que contemple Programas, Planificaciones y acciones concretas de derecho de género e infancia para privadas de la libertad e hijos menores, así como para el fortalecimiento del vínculo madre-hijos.

· Que se respete y garantice que no se produzca en ningún caso la ruptura del vínculo madre-hijos; en el supuesto que se alojen menores de edad con sus madres en prisión se respete dicha permanencia, sin producirse innovaciones respecto a la obligación legal prescripta por el Art. 195 de la ley 24.660 de permanencia junto a sus madres.
Solicitan además se garantice la inamovilidad de toda la población de ambas Unidades, atento se trata de un reclamo justo y pacífico, y en temor ante posibles represalias. 

A esta terrible situación descripta por las internas debemos agregar que no existen las condiciones edilicias adecuadas ni el personal capacitado para que los menores puedan crecer y desarrollarse en un ambiente digno y sano, tal como lo establece la Convención Internacional de los Derechos del Niño, siendo que las condiciones edilicias afectan la salud de los pequeños: la humedad y el frío son muy intensos por la inexistencia de calefacción y los chicos sufren múltiples afecciones, en la mayoría de los casos en las vías respiratorias. A pesar de esto las consultas pediátricas dentro de las unidades resultan esporádicas. 
Sumado a esto, la atención en salud brindada por el Servicio Penitenciario no contempla ningún tipo de asistencia y seguimiento psicológico ni psicopedagógico para los niños y sus madres. El art. 18 de la Ley 12.256 de Ejecución Penal de la Provincia de Buenos Aires establece que en los lugares donde se alojen madres con sus hijos debe formarse un consejo integrado por pediatras, psicólogos, trabajadores sociales y docentes. Sin embargo, en ninguna unidad penal existen estos consejos. Y tampoco ha intervenido sobre esta situación la Subsecretaría de Minoridad de la provincia. Un detalle más: únicamente en la Unidad Penitenciario de Los Hornos hay guarderías para los pequeños, en el resto de las unidades provinciales los niños no reciben asistencia educativa alguna.

Un último dato: durante este año se han detectado provisiones de medicamentos vencidos en los distintos penales, así como la total ausencia de las autoridades de control. 

A raíz del luctuoso hecho acaecido, y como resultado de una investigación del Área de Género en la que se detallan las penurias por las que pasan madres e hijos tras las rejas, el Comité Contra la Tortura de la Comisión Provincial por la Memoria ha propuesto que la Dirección de Salud Penitenciaria no dependa del Ministerio de Justicia sino del Ministerio de Salud Provincial, y hasta tanto ello ocurra, se dote a todas las unidades donde estén alojados niños con sus madres de profesionales especializados, medicamentos suficientes, unidades de traslados pediátricas, aparatología necesaria, y toda otra medida que garantice el acceso igualitario al derecho a la salud.
Asimismo plantean la necesidad de modificar el régimen de salidas para el cuidado de los niños cuando deben ser hospitalizados. Cuando los chiquitos se enferman y son llevados al Hospital de Niños no pueden ser acompañados por sus madres más que durante un par de horas diarias. El Servicio Penitenciario Bonaerense permite que la madre sólo pueda acompañarlo una hora por la mañana y otras dos por la tarde. Cuando la madre debe volver a la unidad, los niños quedan solos a merced del cuidado de las enfermeras o de alguna otra madre que esté compartiendo la misma sala. Incluso algunas madres dicen que a sus hijos, para que se queden quietos, les ponen “chalequitos”. Otro de los problemas que deben enfrentar estas mujeres es la situación que se genera cuando los niños deben realizar algún tratamiento, porque sin orden del juzgado no pueden salir del penal y ser llevados al hospital en el horario y forma requeridos, por lo que muchas veces las enfermedades no tienen su tratamiento adecuado.

Resulta evidente, luego de todo lo anteriormente descrito, como el Estado bonaerense no ha podido garantizar la debida atención médica de la población alojada en cárceles, y tampoco el cuidado de los niños que conviven con sus madres en diversos establecimientos carcelarios. La sistemática violación a los derechos humanos de los chicos alojados con sus madres en los establecimientos carcelarios provinciales desnuda las responsabilidades del Poder Ejecutivo, así como de la Justicia Provincial, que no dispusieron medida alguna para revertir esta situación.
Ante este estado de situación la trágica muerte del niño Yoel no puede ser caracterizada como un hecho aislado ni fortuito, ni puede esperarse que, de continuar así, no vuelva a repetirse.  Por ello exigimos que de una vez por todas exista la voluntad política de revertir la caótica situación en la que se encuentran los niños que viven con sus madres en las cárceles de la provincia de Buenos Aires. 
Por todo lo expuesto, es que solicito a los Sres. Diputados me acompañen en la sanción del presente Proyecto de Solicitud de Informes.-

